
Boletín N° 10.729-07

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Araya,
Matta,  Pizarro y Walker  (don Patricio),  que modifica la  ley N°20.066,  sobre
violencia intrafamiliar, para limitar la aplicación de la suspensión condicional
del procedimiento respecto de los delitos cometidos dentro del contexto de la
violencia intrafamiliar.

I. ANTECEDENTES.

En la última edición anual del Boletín Estadístico del Ministerio Público, se señala
que para el Período 01 de Enero 2015-31 de Diciembre 2015, casi un diecinueve por
ciento  de  las  causas  de  delitos  cometidos  en  contexto  de  violencia  intrafamiliar
terminan mediante la suspensión condicional del procedimiento:

II- FUNDAMENTOS

1.- La Suspensión condicional del Procedimiento, es una salida alternativa consistente
en un acuerdo entre el fiscal, el imputado y su defensa, que se somete a la aprobación
del juez de garantía, por la cual el imputado debe cumplir ciertas condiciones durante
un período de tiempo, que va desde uno a tres años. Si el imputado cumple con estas
condiciones se pone término a la causa, en caso contrario, se reanudará el proceso.



2.- La suspensión condicional se aplica en muchos casos con antecedentes escasos,
que  no  permiten  evaluar  la  situación  de  las  víctimas  y  las  características  del
comportamiento del agresor. Las evaluaciones de riesgo se realizan a nivel policial o
de  las  unidades  de  víctimas  y  testigos  según  el  reporte  de  las  propias  víctimas.
Generalmente solo se cuenta con el parte policial de denuncia o el acta por el cual se
remitieron  los  antecedentes  del  tribunal  de  familia  (al  realizar  la  declaración  de
existencia  de  maltrato  habitual).  Se  puede  decir  que,  en  general,  no  existe
investigación de los hechos, salvo excepciones.

3.- Las condiciones que se aplican no garantizan de manera suficiente la seguridad de
las  víctimas,  por cuanto no se aplican la  condición de reparación  económica a la
víctima artículo 238 letra g) que puede ser pertinente sobre todo si se ha producido la
separación y como una forma concreta  de justicia  reparatoria  mientras  se obtiene
pensión  de  alimentos  en  el  tribunal  de  familia.  Asimismo,  no  se  verifica
adecuadamente que el agresor no tenga otras suspensiones vigentes (por otros delitos
o por otras víctima e incluso respecto de la misma víctima)

4.- La práctica del sistema penal nos demuestra que pocos casos llegan a juicio, y
éstos son aquellos de femicidio o de lesiones graves, o casos en los cuales existe
condena previa del imputado. Ligado a lo anterior, debemos tener presente que en
muchos de estos casos, además existe escaso grado de colaboración y un alto grado
de retractación de las víctimas.

5.- Ahora bien, una de las condiciones, tanto en sede de los juzgados de Familia como
en sede Penal, que en mayor medida se aplican para otorgar la suspensión condicional
son las de la letra d) del artículo 9 de la Ley 20.066 y la letra c) del artículo 238 del
Código Procesal Penal, esto es la asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de
orientación  familiar  y  someterse  a  un  tratamiento  médico,  psicológico  o  de  otra
naturaleza. El objeto principal de estas medidas es la necesidad de reparar los lazos
familiares  y de tratar  de otorgar una rehabilitación eficaz  al  ofensor a fin  de que
permita  a  la  víctima  pueda  salir  de  un  circuito  violento  en  el  que  se  encuentra
normalmente inmerso.

6.- Durante los últimos días hemos sido testigos de numerosos casos de violencia
intrafamiliar,  en  que  el  ofensor  contaba  con  una  salida  alternativa  de  suspensión
condicional  de procedimiento,  en la cual  se aplicó como condición la letra  c) del
artículo 238 del Código Procesal Penal. En este sentido, nos debe preocupar la fuerte
mecanización que han adoptado nuestros tribunales en otorgar esta salida alternativa
sin  una  previa  evaluación  profesional  del  ofensor,  a  fin  de  que  esta  medida  sea
concordante con la gravedad del caso y la evaluación del riesgo del mismo.

7.- Por las razones precedentemente expuestas, consideramos que previo a otorgar la
salida alternativa de suspensión del procedimiento fundamentado en las condiciones
señaladas,  es  necesario  que  los  tribunales  cuenten  con una  evaluación  previa  del
ofensor y las condiciones  de riesgo de la  víctima,  con el  objeto de determinar  la
pertinencia o inconveniencia de esta salida judicial alternativa.



Atendidas las consideraciones formuladas, vengo en proponer el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Introdúcese la siguiente modificación al Ley número 20.066 sobre
violencia intrafamiliar:

a.- Agregase al artículo 17 un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor:

"En todo caso, si la medida impuesta como condición por el juez de garantía es de
aquella señalada en la letra d) del artículo 9, no procederá la suspensión condicional
del procedimiento sin un informe previo de alguna de las instituciones encargadas de
elaborar  programas  terapéuticos  o  de  orientación  familiar  y  de  la  adecuada
verificación de seguridad de la víctima.  De la misma forma, se requerirá informe
previo, en caso de aplicarse la condición de la letra c) del artículo 238 del Código
Procesal Penal. "


